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E

Atendiendo a las numerosas y recientes resoluciones jurisdiccionales emanadas al respecto, la 
ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector puede considerarse, junto con la 
problemática acerca de las dilaciones y las interrupciones, una de las cuestiones más conflictivas 
que se conocen en relación con esta tramitación.
Habitualmente, la concurrencia o no de las causas que permiten la ampliación del plazo de dura-
ción del procedimiento inspector y la motivación del acto administrativo que acuerda la misma 
son los aspectos que suelen ser analizados en los trabajos y la jurisprudencia sobre esta cuestión, 
pero en este artículo va a tratarse otro punto no menos polémico: los aspectos procedimentales 
relativos a la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector.
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A

According to several recent judgments on this matter, extension of the tax inspectorate 
proceeding's time-limit can be considered one of the most problematic issues known regarding 
this procedure.
Habitually, the concurrence or not of the causes that enable the extension of this time-limit and 
the motivation of the administrative act that states this, are the issues that are discussed by papers 
and jurisprudence on the matter, but in this one it is analized another point no less controversial: 
the procedural issues regarding to the extension of the tax inspectorate proceeding's time-limit.
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I.  INTRODUCCIÓN

Como es sabido, la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías del Contribu-
yente –en adelante, LDGC–, fue la primera norma que introdujo un plazo de duración del pro-
cedimiento inspector –en puridad, de las actuaciones de comprobación e investigación y de las 
actuaciones de liquidación que integran el mismo– al establecer en el artículo 29.1 de la LDGC 
que estas «deberán concluir en el plazo máximo de doce meses a contar desde la fecha de notifi -
cación al contribuyente del inicio de las mismas». Continuación del mandato anterior, el mismo 
artículo 29.1 de la LDGC añadía que «No obstante, podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance 
y requisitos que reglamentariamente se determinen, por otros doce meses»1.

Esta regulación de la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector fue desa-
rrollada por el Real Decreto 136/2000, de 4 de febrero, disposición que introdujo en el Reglamento 
General de la Inspección de los Tributos2 –en adelante, RGIT– un artículo 31 ter del RGIT3 que 

1 Aunque no serán objeto de análisis, en el artículo 29.1 in fine de la LDGC se fijaban las causas que permitían acor-
dar la mencionada ampliación del plazo: que se trate de actuaciones que revistan especial complejidad y/o que en 
el transcurso de las actuaciones se descubra que el contribuyente ha ocultado a la Administración tributaria alguna 
actividad empresarial o profesional.

2 Aprobado por Real Decreto 939/1986, de 25 de abril.
3 Véase lo dispuesto en el artículo 31 ter del RGIT sobre los aspectos procedimentales relativos a la ampliación del 

plazo de duración de las actuaciones del procedimiento inspector:
 «1. El plazo a que se refiere el artículo 31 podrá ser ampliado, previo acuerdo del Inspector-Jefe, por un plazo no 

superior al inicialmente previsto

 […]
 2. A efectos de la ampliación del plazo de duración de las actuaciones de comprobación e investigación, la aprecia-

ción de la concurrencia de alguna de las circunstancias mencionadas en los apartados anteriores se realizará por el 
funcionario, equipo o unidad que está desarrollando la actuación de que se trate. La propuesta de ampliación se di-
rigirá por escrito al Inspector-Jefe, ponderando la importancia de las circunstancias reseñadas en orden a la necesi-
dad de ampliar el plazo. Cuando sea el Inspector-Jefe el que aprecie la concurrencia de dichas circunstancias, dictará 
acuerdo en tal sentido. En ambos casos, se concederá al interesado, previamente, un plazo de diez días para que ale-
gue lo que considere oportuno.

 El acuerdo del Inspector-Jefe será motivado, se notificará al interesado y no será susceptible de recurso, sin perjui-
cio de que se pueda plantear la procedencia o improcedencia de la ampliación del plazo, con ocasión de los recursos 
y reclamaciones que, en su caso, se interpongan contra la liquidación que finalmente se dicte.

 3. El acuerdo del Inspector-Jefe no podrá dictarse en tanto no hayan transcurrido al menos seis meses desde el inicio 
de las actuaciones, al objeto de que, durante dicho plazo, pueda apreciarse la necesidad de ampliar su duración. A 
estos efectos, no se tomarán en consideración las interrupciones justificadas ni las dilaciones imputables al interesa-
do que concurran en la actuación».
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amplía el contenido del artículo 29.1 de la LDGC en lo que se refi ere a esta cuestión de la amplia-
ción del plazo de duración del procedimiento inspector.

Integrada la LDGC en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria –en adelan-
te, LGT–, es el artículo 150.1 de la LGT la disposición en la que se dio cobijo a esta cuestión de 
la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector, reiterándose grosso modo en 
este precepto –con las salvedades que se dirán4– el mandato del artículo 29.1 de la LDGC. En la 
actualidad, el artículo 150.1 de la LGT es desarrollado a estos efectos por el artículo 184 del Re-
glamento General de Gestión e Inspección Tributaria5 –en adelante, RGGIT–, disposición que se 
separa de su antecesor el artículo 31 ter del RGIT en los extremos que se advertirán.

Atendiendo a los textos normativos parcialmente transcritos, pudiera parecer que la regu-
lación actual de las actuaciones administrativas a seguir para acordar la ampliación del plazo de 
duración del procedimiento inspector es clara y completa; mas no es así, consultando la más re-
ciente jurisprudencia y doctrina resulta no solo que hay aspectos carentes de ordenación en la 

4 Como novedades respecto a lo dispuesto en el artículo 29.1 de la LDGC, sumariamente, con el artículo 150.1 de la LGT, 
al establecerse que podrá ampliarse el plazo ordinario de duración del procedimiento inspector «por otro periodo que no 
podrá exceder de 12 meses», se vino a aclarar, siguiendo la redacción del artículo 31 ter.1 del RGIT, que la ampliación 
que se acuerde no tiene por qué alcanzar el periodo de doce meses, e igualmente, al introducirse el párrafo «Los acuerdos 
de ampliación del plazo legalmente previsto serán, en todo caso, motivados, con referencia a los hechos y fundamentos 
de derecho», se dio rango de Ley al deber de la Administración tributaria de motivar los acuerdos de ampliación.

5 Aun pudiendo resultar reiterativo, por las diferencias existentes con la regulación contenida en el artículo 31 ter del 
RGIT que se irán comentado, se cree necesario reflejar lo dispuesto en el artículo 184 del RGGIT sobre los aspectos 
procedimentales relativos a la ampliación del plazo de duración de las actuaciones del procedimiento inspector:

 «1. En los términos previstos en este artículo se podrá acordar la ampliación del plazo de duración del procedimiento 
de inspección previsto en el artículo 150.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria

 [...]
 4. Cuando el órgano de inspección que esté desarrollando las actuaciones estime que concurre alguna de las circunstan-

cias que justifican la ampliación del plazo de duración del procedimiento de inspección, lo notificará al obligado tribu-
tario y le concederá un plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho 
plazo, para que efectúe alegaciones. Transcurrido dicho plazo dirigirá, en su caso, la propuesta de ampliación, debida-
mente motivada, al órgano competente para liquidar junto con las alegaciones formuladas.

 No podrá solicitarse la ampliación del plazo de duración del procedimiento hasta que no hayan transcurrido al menos 
seis meses desde su inicio. A estos efectos no se deducirán del cómputo de este plazo los periodos de interrupción jus-
tificada y las dilaciones por causa no imputable a la Administración.

 Cuando dichas circunstancias sean apreciadas por el órgano competente para liquidar, se notificarán al obligado tribu-
tario y se le concederá idéntico plazo de alegaciones antes de dictar el correspondiente acuerdo sin que en este supuesto 
resulte necesario que hayan transcurrido seis meses desde el inicio del procedimiento.

 5. La competencia para ampliar el plazo de duración del procedimiento corresponderá al órgano competente para liqui-
dar mediante acuerdo motivado. En dicho acuerdo se concretará el periodo de tiempo por el que se amplía el plazo, que 
no podrá exceder de 12 meses.

 El acuerdo de ampliación se notificará al obligado tributario y no será susceptible de recurso o reclamación económico-
administrativa, sin perjuicio de que se pueda plantear la procedencia o improcedencia de la ampliación del plazo con oca-
sión de los recursos y reclamaciones que, en su caso, puedan interponerse contra la resolución que finalmente se dicte».
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tramitación para acordar la ampliación sino que, además, en relación con estos aspectos procedi-
mentales y con otras cuestiones que sí están expresamente reguladas en las disposiciones trans-
critas, la doctrina administrativa y jurisdiccional es a veces contradictoria con lo dispuesto en 
tales normas y, quizás más importante, no uniforme según provenga de uno u otro órgano juris-
diccional o administrativo.

Por estas razones, sin perder de vista cuál es el Derecho aplicable, se cree que es conve-
niente profundizar en cómo los órganos jurisdiccionales están interpretando estas cuestiones 
procedimentales de la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector, haciéndose 
especial hincapié en este trabajo en el análisis de los aspectos temporales para la adopción del 
acuerdo de ampliación.

II.   ASPECTOS TEMPORALES EN LA TRAMITACIÓN DE LA AMPLIACIÓN 
DEL PLAZO DE DURACIÓN DEL PROCEDIMIENTO INSPECTOR

A)   (DOBLE) PRESUPUESTO PARA ACORDAR LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO 
DE DURACIÓN DEL PROCEDIMIENTO INSPECTOR: IMPEDIMENTOS O 
DIFICULTADES PARA FINALIZAR EL PROCEDIMIENTO EN EL PLAZO 
DE DURACIÓN INICIAL CONSECUENCIA DE LA CONCURRENCIA DE 
LAS CAUSAS LEGALES QUE PERMITEN AMPLIAR EL MISMO

Según el Tribunal Supremo, el establecimiento ex novo por el artículo 29.1 de la LDGC de 
un plazo de duración del procedimiento inspector materializaba «un principio programático del 
sistema tributario enderezado a mejorar la posición jurídica del contribuyente para alcanzar el 
anhelado equilibrio en sus relaciones con la Administración», principio programático que, en el 
caso concreto del procedimiento inspector, impulsó al legislador a fi jar como principio general 
que «la Inspección de los tributos fi niquite su tarea en el plazo de doce meses, prorrogable como 
mucho hasta veinticuatro si concurren las causas tasadas en la norma»6.

De esta forma, siguiendo la tesis al respecto del Tribunal Supremo7 y de la Audiencia Nacio-
nal8, el artículo 29.1 de la LDGC no concedía a la Administración tributaria una «potestad discre-
cional» o «derecho incondicionado» para ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector; 
al contrario, este precepto contemplaba sendos presupuestos de hecho –actuaciones que revistan 
especial complejidad y/u ocultación de actividad empresarial o profesional– a cuya concurrencia el 
legislador vinculaba la posibilidad de romper el principio general de fi nalización del procedimiento 

6 Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 3 de octubre de 2011 (NFJ049274).
7 Por todas, véase el Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 30 de septiembre de 2010 (NFJ040709).
8 Por todas, véase el Fundamento de Derecho Cuarto de la SAN de 6 de octubre de 2011 (NFJ044410).
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inspector en el plazo inicial de doce meses, permitiéndose para ello que en tales hipótesis la Admi-
nistración tributaria pudiera acordar la ampliación del plazo de duración inicial por otros doce meses.

Pero para poder acordarse la ampliación no era sufi ciente la mera concurrencia de alguno 
de los presupuestos de hecho previstos en el artículo 29.1 de la LDGC, se precisaba además que 
la Administración tributaria justifi cara la necesidad de ampliar el plazo de duración del concreto 
procedimiento inspector, y para ello debía señalar las particulares circunstancias que derivadas 
de tales presupuestos impedían o difi cultaban la culminación del concreto procedimiento inspec-
tor en el plazo de duración inicial de doce meses9.

Finalmente, en la medida en que el artículo 150.1 de la LGT sigue en este punto lo dispues-
to en el artículo 29.1 de la LDGC, la conclusión anterior puede retenerse plenamente aplicable 
en relación con los expedientes de ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector 
que se hayan iniciado o se inicien en vigencia de la actual LGT.

B)   DIES A QUO PARA ACORDAR LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE DU-
RACIÓN DEL PROCEDIMIENTO INSPECTOR

Dicho esto, y volviendo ya al discurso de los aspectos procedimentales de la tramitación  
para ampliar el plazo duración del procedimiento inspector, para poder apreciar que concurren 
los presupuestos de hecho del artículo 29.1 de la LDGC y para poder verifi car que el concurso 
de los mismos deriva en circunstancias obstativas de un temporáneo desarrollo del concreto pro-
cedimiento inspector, era necesario, lógicamente, que las actuaciones de comprobación e inves-
tigación hubieran comenzado y, además, que se hubieran desarrollado hasta un punto temporal 
en el cual el actuario pudiera apreciar justifi cadamente que la concurrencia de los presupuestos 
de hecho del artículo 29.1 de la LDGC podía derivar en circunstancias que impidiesen que el 
concreto procedimiento inspector concluyera en el plazo de duración inicial de doce meses10.

9 Sobre cuáles son los presupuestos y circunstancias que han de concurrir para poder acordarse la ampliación se han 
pronunciado en términos similares autores como MARTÍNEZ LOZANO, que en este sentido apunta que «no basta que 
se den las circunstancias previstas en la normativa para poder ampliar actuaciones, sino que se necesita que las mis-
mas incidan en la comprobación concreta que está realizando, demostrando que su existencia hacen la comprobación 
compleja» (MARTÍNEZ LOZANO, J.M.: «Reflexiones en torno al tiempo y el procedimiento inspector», Tribuna Fiscal 
número 254, 2011, pág. 11), o FORTUNY ZAFORTEZA, que en términos similares mas expresándose a contrario afir-
ma que «puede suceder que aun concurriendo uno de los supuestos de ampliación antes citado, no resulte necesaria 
dicha ampliación» [FORTUNY ZAFORTEZA, M. (coordinador): Memento Inspección de Hacienda 2011-2012, Francis 
Lefebvre, Madrid, 2011, pág. 216].

10 Con otras palabras pero en idéntico sentido, FORTUNY ZAFORTEZA subraya que «El establecimiento de un plazo mí-
nimo para que se pueda solicitar al Inspector-Jefe la ampliación tiene su fundamento en que se considera que solo 
cuando se ha progresado en el procedimiento inspector el actuario puede valorar adecuadamente si resulta preci-
so solicitar la ampliación del plazo» [FORTUNY ZAFORTEZA, M. (coordinador): Memento Inspección de Hacienda 
2011-2012, cit., pág. 216].
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Lo anterior parecía conllevar, al fi n y al cabo, que antes de acordarse la ampliación había 
debido transcurrir una parte sustancial del plazo de duración inicial del procedimiento inspector 
y, en este sentido, el artículo 31 ter.3 del RGIT disponía que «El acuerdo del Inspector-Jefe no 
podrá dictarse en tanto no hayan transcurrido al menos seis meses desde el inicio de las actuacio-
nes, al objeto de que, durante dicho plazo, pueda apreciarse la necesidad de ampliar su duración».

Ciertamente, se cree que con esta norma no se respondía adecuadamente a las anteriores 
exigencias de apreciación de la concurrencia de los presupuestos de hecho del artículo 29.1 de la 
LDGC y de verifi cación de que la concurrencia de tales presupuestos derivaba en circunstancias 
obstativas de una tempestiva fi nalización del procedimiento inspector; y se dice que el artículo 
31 ter.3 del RGIT no respondía a tales exigencias pues, en realidad, su mandato lo que (acertada-
mente también) impedía era la adopción de acuerdos de ampliación precipitados, pero no podía 
impedir precipitadas apreciaciones y verifi caciones de los extremos antes mencionados, aprecia-
ciones y verifi caciones que, como algún autor ha destacado, podían avenir, en principio, desde el 
primer día tras la iniciación del procedimiento inspector11.

En relación con lo dicho, sobre la fi nalidad de esta limitación temporal para la adopción 
del acuerdo de ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector ex artículo 31 ter.3 
del RGIT se pronunció en su día la Audiencia Nacional, dando a entender que ese plazo de seis 
meses es «un "tiempo de carencia" para poder adoptar el acuerdo de ampliación» concedido con 
el objetivo de que el actuario disponga de «un tiempo para la "apreciación" de las circunstancias 
que pueden abocar a la "ampliación"»12.

Igualmente, el Tribunal Supremo, conociendo de un supuesto en el que la parte recurrente 
elevaba su queja por el hecho de que el acuerdo de ampliación se dictara cuando restaban aún más 
de tres meses para la conclusión del plazo de duración de doce meses, sentó que tal circunstancia 
no tenía efi cacia anuladora respecto del mencionado acuerdo, añadiendo que «este hecho no tiene 
la relevancia que le atribuye, porque en el supuesto examinado se respetaron los términos del apar-
tado 3 del artículo 31 ter del Reglamento general de la inspección de los tributos de 1986 [...] ga-
rantizándose así que pudiera apreciarse razonablemente la necesidad de ampliar su duración»13, 
último pasaje este con el que el Alto Tribunal da a entender, en lo que aquí interesa, que el plazo 
de seis meses previsto en el artículo 31 ter.3 del RGIT se contempla para garantizar que la apre-
ciación de la necesidad de ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector es razonable.

11 En efecto, así lo hace ver FORTUNY ZAFORTEZA cuando precisa que «En la anterior regulación (RD 939/1986 art. 31. 
ter.3) nada impedía que el actuario formulara la solicitud de ampliación desde el mismo inicio de las actuaciones, la 
única limitación que se establecía era que el Inspector-Jefe no podía dictar el acuerdo de ampliación hasta que hu-
bieran transcurrido 6 meses desde el inicio de las actuaciones» [FORTUNY ZAFORTEZA, M. (coordinador): Memento 
Inspección de Hacienda 2011-2012, cit., pág. 216].

12 Fundamento de Derecho Segundo de la SAN de 4 de abril de 2012 (NFJ046819), resolución jurisdiccional que sigue 
las SSAN 28 de mayo de 2009 (NFJ048959) y de 9 de julio de 2009 (NFJ034486), origen de la doctrina de la Au-
diencia Nacional en este y otros aspectos procedimentales que se verán relativos a la adopción del acuerdo de am-
pliación del plazo de duración del procedimiento inspector.

13 Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 6 de febrero de 2012.
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Debiéndose estar de acuerdo con la interpretación del Tribunal Supremo y de la Audiencia 
Nacional en lo que se refi ere a que el mandato del artículo 31 ter.3 del RGIT se materializaba en 
el establecimiento de «un "tiempo de carencia" para poder adoptar el acuerdo de ampliación», 
se debe sin embargo discrepar de esta en lo tocante a que el objetivo del establecimiento de este 
tiempo de carencia residiera efectivamente en la necesidad de garantizar un periodo para la apre-
ciación, por parte del actuario, de la concurrencia de los presupuestos y circunstancias antes men-
cionadas que originan la necesidad de ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector.

En efecto, no debiéndose dudar de que ese pudiera haber sido el objetivo que quería alcanzar-
se con esta norma, sí se cuestiona en cambio la aptitud del artículo 31 ter.3 del RGIT para lograr 
el mismo, pues, como se decía, el establecimiento de un tiempo de carencia para la adopción de 
los acuerdos de la ampliación solo podía obstar, en buena lógica, apresuradas adopciones de los 
mismos, pero no podía impedir precipitadas apreciaciones de la concurrencia de los presupues-
tos del artículo 29.1 de la LDGC y verifi caciones de que tal concurrencia hiciera peligrar la fi na-
lización del procedimiento inspector en el plazo de duración inicial de doce meses, actuaciones 
administrativas previas que escapaban del mandato del artículo 31 ter.3 del RGIT.

Advertido este defecto, no es de extrañar que en el artículo 184.4 del RGGIT –sucesor en 
este punto del art. 31 ter.3 del RGIT– «se haya corregido el mismo y, en relación con el dies a quo 
para poder adoptar el acuerdo de ampliación, se disponga que «No podrá solicitarse la ampliación 
del plazo de duración del procedimiento hasta que no hayan transcurrido al menos seis meses 
desde su inicio»; o con otras palabras, que debiendo precederle la oportuna solicitud al efecto por 
parte del actuario, los acuerdos de ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector 
no podrán adoptarse hasta transcurridos seis meses desde el inicio de las actuaciones de compro-
bación e investigación más el periodo que el Inspector-Jefe precise para responder tal solicitud.

No obstante lo anterior, atendiendo al tenor literal del artículo 184.4 del RGGIT podría de-
cirse aún que la apreciación de los presupuestos y circunstancias antes mencionadas por parte del 
actuario puede seguir teniendo lugar desde el inicio de las actuaciones de comprobación e inves-
tigación, pues lo que la letra de este precepto obsta en puridad son las precipitadas solicitudes de 
ampliación del actuario al (generalmente) Inspector-Jefe, no las apresuradas apreciaciones por 
parte del primero de la necesidad de ampliar el plazo del procedimiento inspector.

Siendo cierto esto último, no lo es menos que el artículo 184.4 del RGGIT, al postergar en 
el tiempo (al menos) la posibilidad de solicitar la ampliación, logra en cierta medida que la apre-
ciación de la necesidad de ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector sea razonable 
en cuanto duradera; quiere decirse, aunque el actuario estimara precipitadamente –ante una difi -
cultad al inicio del mismo– que concurren los presupuestos y circunstancias antes mencionados, 
al no poder dar curso a su solicitud al Inspector-Jefe hasta transcurridos seis meses, tal precipita-
ción tendería a disiparse pues esa apreciación –y por tanto la concurrencia de los presupuestos y 
circunstancias antes referidos que generan la misma– tendría que mantenerse hasta el transcurso 
de esos seis meses, hipótesis esta última que justifi caría entonces la solicitud y el posterior acuer-
do de ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector.
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En este sentido, sobre cómo el artículo 184.4 del RGGIT corrige en este punto al artículo 
31 ter.3 del RGIT para tratar de evitar así las precipitadas solicitudes de ampliación, se han pro-
nunciado otros autores, y así, confrontando el artículo 31 ter.3 del RGIT con el artículo 184.4 del 
RGGIT, se ha dicho que con este último se «persigue evitar acuerdos de ampliación precipitados 
y alarga el momento a partir del cual tramitar la ampliación ya que en el RGIT el requisito de los 
seis meses se refería al momento del acuerdo, no de la solicitud»14.

Una vez dicho lo anterior, más allá de esta cuestión de la existencia un periodo de caren-
cia de seis meses para poder apreciar la necesidad de solicitar la ampliación del plazo de dura-
ción del procedimiento inspector, debe destacarse fi nalmente que, ex artículo 31 ter.3 del RGIT 
y artículo 184.4 del RGGIT15, en el cómputo de este periodo de seis meses –y por tanto en la 
determinación del dies a quo para acordar la ampliación– no deben tenerse en cuenta los posi-
bles periodos de interrupción justifi cada de las actuaciones y las posibles dilaciones imputables 
al interesado –o dilaciones por causa no imputable a la Administración tributaria si se sigue la 
terminología del art. 184.4 del RGGIT, expresión esta no equivalente a la más restringida locu-
ción de dilaciones imputables al interesado que empleaba en art. 31 ter.3 del RGIT– que hayan 
podido verifi carse en el procedimiento inspector ya iniciado; o con otras palabras, que el periodo 
de seis meses desde el inicio de las actuaciones a partir del cual puede solicitarse la ampliación 
del plazo de duración del procedimiento inspector es un periodo de seis meses que coincide con 
el tiempo real efectivamente transcurrido, y no con el tiempo que se computa en relación con 
la duración del procedimiento.

A los efectos que se verán a continuación, se hace notar que el artículo 31 ter.3 del RGIT y 
el artículo 184.4 del RGGIT contemplan esta cautela sobre el no cómputo de las interrupciones 
y dilaciones solo en relación con la determinación del dies a quo para acordar la ampliación del 
plazo de duración del procedimiento inspector, pero no respecto del dies ad quem para comple-
tar tal actuación administrativa.

C)   DIES AD QUEM PARA ACORDAR LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE DU-
RACIÓN DEL PROCEDIMIENTO INSPECTOR

Una vez que se ha visto cómo se determina el dies a quo del periodo dentro del cual se puede 
acordar la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector, es menester a continua-

14 WERT ORTEGA, M.: «El plazo de las actuaciones inspectoras», RCyT. CEF,  número 333, 2010, página 41.
15 Véase lo dispuesto al respecto en el artículo 184.4 del RGGIT:
 «A estos efectos no se deducirán del cómputo de este plazo los periodos de interrupción justificada y las dilaciones 

por causa no imputable a la Administración».
 En el artículo 31 ter.3 del RGIT se recogía un mandato similar que difería solo en ciertas palabras y expresiones em-

pleadas en su redacción.
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ción analizar hasta qué momento puede adoptarse con validez jurídica el acuerdo de ampliación, 
esto es, el dies a quem de ese periodo dentro del cual se puede acordar la ampliación.

Pues bien, a diferencia de lo que sucede en la determinación de ese dies a quo respecto 
del cual la normativa aplicable –ya vista– sí que establece expresamente un límite temporal o 
«tiempo de carencia», las disposiciones transcritas al inicio nada estipulan en relación con la fi -
jación del dies ad quem del periodo dentro del cual se puede acordar la ampliación del plazo de 
duración del procedimiento inspector, lo que no signifi ca, como se verá a continuación, que no 
exista un límite temporal para la adopción del acuerdo de ampliación.

En efecto, analizando los aspectos temporales del procedimiento para la adopción del acuer-
do de ampliación en vigencia de la regulación anterior a la LGT, ha sido la Audiencia Nacional 
quien más profunda y reiteradamente se ha ocupado de la existencia y aplicación de este límite 
temporal, y así, tras destacar que ex artículo 31 ter del RGIT «Sabemos el tiempo durante el cual 
el Inspector-Jefe no puede adoptarlo» [el acuerdo de ampliación], manifi esta en cambio que ni 
el artículo 29.1 de la LDGC ni el referido artículo 31 ter.3 del RGIT son expresivos en cuanto al 
momento de su adopción, esto es, en cuanto a la existencia de un «límite temporal del que dispo-
ne el Inspector-Jefe para dictar dicho acuerdo»16.

Pese a ello, la Audiencia Nacional considera que «este aparente silencio no puede enten-
derse como ausencia de plazo fatal para acordar la ampliación», al contrario, tras señalar que 
asiste a los contribuyentes un derecho a conocer la duración del procedimiento –derecho que, en 
las hipótesis de ampliación, exige que «este dato trascendental tiene que estar a disposición del 
contribuyente antes de que fi nalice el plazo primario de doce meses»–, este órgano jurisdiccio-
nal señala que «el acuerdo de ampliación se ha de adoptar antes de que fi nalice el plazo general 
(ordinario) de duración de las actuaciones inspectoras»17.

También el Tribunal Supremo se ha manifestado a este respecto y confi rma que el acuer-
do de ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector debe adoptarse dentro del 
«plazo requerido por el legislador», esto es, dentro del plazo de duración inicial de doce meses, 
pues «resulta contrario a la limitación temporal que estableció la Ley 1/1998 que la Administra-
ción acuerde la prórroga una vez que el plazo a ampliar ha fenecido»18.

Expuesta la anterior doctrina jurisprudencial, debe apuntarse que, en aquellos casos en los que 
se acuerda la ampliación una vez fi nalizado el plazo de duración inicial del procedimiento inspector, 
la Audiencia Nacional advierte que «el acuerdo extemporáneo carece de efi cacia procedimental», y 

16 Fundamento de Derecho Segundo de la SAN de 4 de abril de 2012 (NFJ046819) que sigue en este sentido la doctri-
na fijada originariamente por la SAN de 28 de mayo de 2009 (NFJ048959) –Fundamento de Derecho Séptimo– y, 
fundamentalmente, por la SAN de 9 de julio de 2009 (NFJ034486) –Fundamento de Derecho Cuarto–.

17 Fundamento de Derecho Segundo de la SAN de 4 de abril de 2012 (NFJ046819) y concordantes.
18 Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 3 de octubre de 2011 (NFJ049274).
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ello con las consecuencias que tal circunstancia comporta en cuanto a la no interrupción del cómputo 
del plazo de prescripción de la facultad de la Administración para determinar la deuda tributaria19.

En este sentido, siendo cierto que la consecuencia jurídica más relevante que se deriva 
de la adopción extemporánea del acuerdo de ampliación es la no interrupción del cómputo 
del plazo de prescripción, se cree que no es afortunada la mención que al respecto hace la Au-
diencia Nacional señalando que «el acuerdo extemporáneo carece de efi cacia procedimental», 
pues tal mención puede conducir al equívoco de que la adopción extemporánea del acuerdo 
de ampliación es una cuestión de efi cacia de este acto administrativo, y no una cuestión de 
validez jurídica del mismo.

Así es, aunque el efecto práctico en uno y otro sería sustancialmente el mismo –la no inte-
rrupción del cómputo del plazo de prescripción–, el retraso en la adopción del acuerdo de am-
pliación, en buena técnica jurídica, debe ser tratado como una cuestión de validez de este acto 
administrativo20, no como una cuestión de efi cacia, y ello, como a continuación se verá, porque 
hay otras circunstancias –como la notifi cación tardía de un acuerdo de ampliación tempestivo– 
que sí que pueden repercutir en los efectos que este acto administrativo debería desplegar pero 
sin afectar a su validez jurídica21… en principio.

Una vez dicho lo anterior, una vez sentado que el acuerdo de ampliación ha de adoptarse –con 
validez jurídica– antes de que transcurra el plazo de duración inicial del procedimiento inspector 
de doce meses, es necesario advertir a continuación que la actuación administrativa que debería 
completarse antes de que fi nalicen esos doce meses es la notifi cación del acuerdo de ampliación 
de la duración del procedimiento inspector, y no su mera adopción por el órgano administrativo.

En efecto, quizá en el entendimiento de que el acuerdo de ampliación es un acto adminis-
trativo de trámite, que parecería no incidir en los derechos e intereses legítimos de los contribu-

19 Fundamento de Derecho Segundo de la SAN de 4 de abril de 2012 (NFJ046819).

 En efecto, en la SAN de 4 de abril de 2012 (NFJ046819), así como en las resoluciones del mismo órgano jurisdic-
cional que la misma sigue, se subraya que «La consecuencia de este hecho es que, el acuerdo de ampliación no inte-
rrumpe el plazo de prescripción, así como las actuaciones derivadas, cobrando relevancia a los efectos del cómputo 
de la posible concurrencia de la prescripción».

20 En este sentido, se cree más correcta la expresión del Tribunal Supremo, que en su referida STS de 3 de octubre de 
2011 (NFJ049274), tras evidenciar que el acuerdo de ampliación fue adoptado extemporáneamente, sienta con mayor 
precisión jurídica que «Podemos concluir con ello que la ampliación del plazo de las actuaciones inspectoras acor-
dada por la Administración tributaria no fue ajustada a derecho».

21 Clarificador de la distinción que se quiere esbozar, en el Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 25 de abril de 
2012 el Tribunal Supremo sienta lo siguiente sobre la validez que no eficacia de los acuerdos de ampliación extem-
poráneos:

 «En el presente caso es patente que aunque la decisión de ampliar el plazo de un año se tomase en el plazo estableci-
do es evidente que fue notificada cuando ese plazo había transcurrido. Ello comporta, conforme a la doctrina citada, 
que el acuerdo de ampliación de actuaciones sobrepasó 1 año, lo que supone que las actuaciones de iniciación del 
procedimiento analizadas no interrumpieron la prescripción».
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yentes en el seno del procedimiento inspector, en diversas resoluciones la Audiencia Nacional 
(principalmente) mantuvo que la ampliación era válida si se había adoptado dentro del plazo de 
duración inicial del procedimiento inspector, aunque esta hubiera sido notifi cada fi nalmente con 
posterioridad al transcurso del mismo22.

En este punto, resultaría interesante saber cómo la Audiencia Nacional ha sido capaz de 
hacer cohabitar la existencia de un derecho del contribuyente a conocer la duración del proce-
dimiento inspector –recuérdese, en la SAN de 4 de abril de 2012 (NFJ046819) se decía sobre la 
ampliación que «este dato trascendental tiene que estar a disposición del contribuyente antes de 
que fi nalice el plazo primario de doce meses»– con la no obligatoriedad de notifi car el acuerdo 
de ampliación antes de que transcurra este plazo de duración inicial del procedimiento inspector 
que se postula en las referidas de 1 de diciembre de 2005 (NFJ021664), de 26 de mayo de 2006 
(NFJ023109), etc. ¿Acaso la Audiencia Nacional quiere sostener que el acuerdo de ampliación 
adoptado temporáneamente mas notifi cado de forma tardía es válido y efi caz si este dato trascen-
dental está a disposición del contribuyente de alguna otra forma?

Pues bien, expuesta esta doctrina anterior, el Tribunal Supremo se pronunció al respecto 
en la STS de 2 de febrero de 2011 (NFJ041835), resolución jurisdiccional con la que el Alto 
Tribunal contesta el entendimiento que sobre esta cuestión de la efi cacia de los acuerdos de am-
pliación tempestivos notifi cados tardíamente patrocinaba la Audiencia Nacional… es por esto 
que antes se expresaba con consciente incertidumbre aquello de que la notifi cación tardía de un 
acuerdo de ampliación tempestivo era, en principio, solo una cuestión de efi cacia y no de vali-
dez de este acto administrativo.

Así es, tras subrayar la relevancia que tiene reconocer o no efi cacia a los acuerdos de 
ampliación tempestivos notifi cados tardíamente desde el punto de vista de la interrupción o 
no del cómputo del plazo de prescripción, el Tribunal Supremo comienza su razonamiento 
al respecto criticando la tesis de la instancia –o sea la doctrina antes referida de la Audiencia 
Nacional– al señalar que «Afi rmar que la notifi cación de un acto de ampliación del plazo de 
comprobación no afecta a la posición jurídica y los derechos de recurrente, nos parece con-
trario a la realidad».

22 Véanse en este sentido las SSAN de 1 de diciembre de 2005 (NFJ021664), de 26 de mayo de 2006 (NFJ023109), 
etc., y por todas, léase el Fundamento de Derecho Quinto de la casada –por la sentencia del Tribunal Supremo que 
se analiza a continuación– SAN de 1 de diciembre de 2005:

 «el acuerdo de ampliación del plazo de las actuaciones de comprobación es un acto administrativo que, al igual que 
cualquier otro acto, ha de ser notificado al interesado pero cuya eficacia no queda supeditada a su oportuna notifi-
cación, sino que es válido y produce efectos desde su adopción, como con carácter general se recoge en el artículo 
57 de la Ley 30/1992 […] Pero es que, además, es un acto de trámite y, por tanto, no susceptible de impugnación 
separada e independiente respecto del acto definitivo que recaiga; acto de trámite que además no ha causado inde-
fensión alguna a la entidad recurrente, que ya en el curso del procedimiento de comprobación, tuvo conocimiento de 
su existencia».
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Una vez dicho lo anterior, el Alto Tribunal continúa su razonamiento y confi rma entonces 
que «el acto administrativo controvertido afecta a la posición material que el obligado tributario 
ostenta en el procedimiento tributario, y genera indefensión e inseguridad jurídica» 23, posición 
del Tribunal Supremo que, de alguna forma, parece venir a sustentar en esa idea de un derecho 
del contribuyente a conocer la duración del procedimiento inspector24.

Consecuencia de lo expuesto hasta ahora, ha concluirse que los acuerdos de ampliación 
tempestivos notifi cados tardíamente son actos administrativos, cuanto menos, anulables ex ar-
tículo 63.2 de la Ley 30/199225, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común –en adelante, LRJAP-PAC–, aunque 
en el caso analizado en su Sentencia de 2 de febrero de 2011 (NFJ041835) el Tribunal Supre-
mo sostuvo que el concreto acuerdo de ampliación era nulo de pleno Derecho ya que «dicho 
acto carece de los antecedentes que justifi can su existencia, expresados en la Regla 12.2 de la 
Instrucción 9/98, lo que comporta la infracción prevista en el artículo 62.1 e) de la LRJAP y 
PC» –actos administrativos dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento 
legalmente establecido–26.

23 Fundamento de Derecho Sexto de la STS de 2 de febrero de 2011 (NFJ041835).
24 Sin llegar a afirmarse la existencia de tal derecho del contribuyente, lo cierto es que en el Fundamento de Derecho 

Sexto de la STS de 2 de febrero de 2011 (NFJ041835) late esa idea de lo trascendental de poner temporáneamente 
en conocimiento del mismo el acuerdo de ampliación:

 «Es patente la relevancia que dicho acuerdo ampliatorio tiene sobre la posición jurídica del recurrente, pues si dicho 
acuerdo ampliatorio no se dicta, y tampoco se dicta la liquidación pertinente en el plazo del año, desaparece la inte-
rrupción de la prescripción que las actuaciones comprobadoras e investigadoras comportan

 […]

 La posición que automáticamente, y por el mero transcurso de los doce meses, ostenta el recurrente, cuando no se 
produce la notificación del acuerdo ampliatorio es hacer cesar el efecto interruptivo de la prescripción que el inicio 
de las actuaciones de comprobación e investigación comporta».

25 Recuérdese que, sobre la anulabilidad de los actos administrativos por cuestiones no materiales, en el artículo 63.2 
de la LRJAP-PAC se dispone que:

 «el defecto de forma solo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensa-
bles para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados».

26 Véase lo dispuesto en la Regla 12.2 de la Instrucción 9/98:

 «En tanto no se dicte el desarrollo reglamentario de la Ley 1/1998, cuando en la actuación se aprecien circunstancias 
que, en principio, pudieran considerarse como de especial complejidad o se aprecie ocultación de actividades em-
presariales o profesionales por el contribuyente, la concurrencia de tales circunstancias se pondrá en conocimiento 
del Jefe de la Dependencia inspectora que corresponda, el cual, si lo considera pertinente, y previa comunicación al 
Director del Departamento de Inspección o, en su ámbito, al Director de Aduanas e Impuestos Especiales, acordará, 
a la vista de su parecer, la ampliación de actuaciones mediante resolución motivada».

 Atendiendo al texto transcrito del Fundamento de Derecho Sexto de la STS de 2 de febrero de 2011 (NFJ041835), 
parece que el Alto Tribunal, con base en el procedimental artículo 62.1 letra e) de la LRJAP-PAC, está declarando 
nulo de pleno Derecho el acuerdo de ampliación por no concurrir los presupuestos materiales para adoptar el mismo 
que se reiteran en la Regla 12.2 de la Instrucción 9/98, posición con lo que no puede estarse sabiéndose la restringi-
dísima interpretación que de esta causa de nulidad hacen los Tribunales de Justicia.



www.cefl egal.com 19

Ampliación del plazo del procedimiento inspectorA. Sanz Clavĳ o

D)   ¿SE TIENEN EN CUENTA LOS PERIODOS DE INTERRUPCIÓN JUS-
TIFICADA Y DE DILACIONES POR CAUSA NO IMPUTABLE A LA 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA EN LA DETERMINACIÓN DEL DIES 
AD QUEM ANTES FĲ ADO? CRITERIO JURISPRUDENCIAL DOMINANTE

Sentado pues que el acuerdo de ampliación, para ser válido, ha de adoptarse y notifi carse 
antes de la fi nalización del plazo de duración inicial del procedimiento inspector, una cuestión 
más que polémica al respecto es si, a tales efectos, han de computarse o no los periodos de inte-
rrupción justifi cada de las actuaciones y las posibles dilaciones no imputables a la Administración 
Tributaria que hubieran podido acaecer en el desarrollo del procedimiento inspector, incidencias 
temporales una y otra que, de descontarse de la duración de este expediente tributario, retrasarían 
la fi nalización del plazo de duración inicial y con ello, según se ha visto, postergarían el dies ad 
quem del periodo dentro del cual se puede acordar con validez jurídica la ampliación.

En este sentido, al fi nalizar el apartado anterior se advertía de que el mandato en virtud del 
cual se ordena que no se deduzcan los periodos de interrupción justifi cada y de dilaciones por 
causa no imputable a la Administración tributaria –art. 31 ter.3 del RGIT y art. 184.4 del RGGIT 
respectivamente– es un mandato que solo es aplicable en relación con la determinación del dies a 
quo para solicitar o adoptar el acuerdo de ampliación –según sea de aplicación uno u otro de los 
preceptos apenas mencionados–, pero que las disposiciones legales y reglamentarias reguladoras 
de la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector no consagraban ni consagran 
una regla similar para con la fi jación del dies ad quem o término fi nal para dictar con validez ju-
rídica el acuerdo de ampliación.

Probablemente, haya de situarse en esta laguna normativa el origen de las importantes dis-
crepancias que existen en esta cuestión entre diversos órganos jurisdiccionales y administrativos, 
discrepancias más que sorprendentes en tanto que, faltando disposición aplicable, órganos admi-
nistrativos y órganos jurisdiccionales menores vienen manteniendo un criterio al respecto opues-
to a aquel sentado por el Tribunal Supremo y la Audiencia Nacional, siendo el primero aquel al 
que corresponde sentar jurisprudencia ex artículo 1.6 del Código Civil.

En efecto, comenzando por el más alto centro directivo en la materia, el Tribunal Econó-
mico-Administrativo Central (TEAC) se ha mostrado partidario de descontar las interrupciones 
justifi cadas y las dilaciones no imputables a la Administración tributaria a los efectos de fi jar el 
dies ad quem del periodo dentro del cual se puede acordar con validez jurídica la ampliación. Con 
otras palabras, se ha mostrado partidario de descontar tales incidencias logrando así retrasar en el 
tiempo el transcurso del periodo de doce meses de duración inicial del procedimiento inspector 
y, con ello, postergando, a mayor comodidad de la Administración tributaria, el momento fi nal 
hasta el cual podrá esta adoptar y notifi car el acuerdo de ampliación27.

27 Con cita de sus propios antecedentes al respecto, véase en este sentido lo dispuesto en el Fundamento de Derecho 
Quinto de la RTEAC de 5 de mayo de 2010 (NFJ039661):
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En idéntico sentido se han pronunciado sedes de algunos Tribunales Superiores de Justicia 
como el de Andalucía28 y Castilla y León29.

Adelantando la tesis de la que se es partidario, con mejor criterio el Tribunal Supremo y 
la Audiencia Nacional (principalmente) han fi jado una doctrina en virtud de la cual no se han 
de tener en cuenta las interrupciones justifi cadas y las dilaciones no imputables a la Adminis-
tración tributaria a los efectos de fi jar el dies ad quem para dictar con validez jurídica el acuer-
do de ampliación.

Así es, enjuiciando la legalidad de las actuaciones desarrolladas en el seno de un procedi-
miento inspector acerca de un club de fútbol, el Tribunal Supremo se pronunció sobre la relevancia 
que tenía en relación con el acuerdo de ampliación la petición de información que la Adminis-
tración tributaria cursó y que entendía (erróneamente) constituía interrupción justifi cada de las 
actuaciones, y en este sentido el Alto Tribunal concluyó lo siguiente:

«En suma, la suspensión provocada por la petición de información a administra-
ciones extranjeras no puede considerarse en este caso justifi cada, pues esa información 
no fue recibida en su totalidad y la que se acopió no fue empleada para la liquidación, 
como se reconoce implícitamente en el acto administrativo de liquidación (pág. 25). 
En consecuencia no hay plazo de interrupción justifi cada alguno que computar para 

 «A la improcedencia de la ampliación acordada se une la extemporaneidad de la misma. Como ha sostenido este 
Tribunal Central en varias Resoluciones –entre otras las de fechas 16 de diciembre de 2005 y 18 de mayo de 2006 
[…] la ampliación a 12 meses adicionales se ha de producir en tanto que las actuaciones no hayan sobrepasado su 
duración inicial máxima de 12 meses, a cuyos efectos se deben restar las interrupciones justificadas y las dilaciones 
imputables al contribuyente. De forma que, en el presente, iniciadas las actuaciones inspectoras en fecha 15 de fe-
brero de 2001 y habiéndose producido dilaciones imputables a la interesada por 20 días, aprecia este Tribunal que el 
acuerdo de ampliación de fecha 11 de marzo de 2002 fue dictado y notificado una vez transcurrido el plazo máximo 
de duración de doce meses» [se añade la cursiva].

28 La sede de Sevilla del Alto Tribunal andaluz afirmó lo siguiente al respecto en el Fundamento de Derecho Primero 
de la STSJ de Andalucía (sede de Sevilla) de 30 de junio de 2006 (NFJ049258):

 «lo decisivo es tener en cuenta que se trata de una ampliación o prórroga de un plazo, que por principio exige que el 
plazo esté vivo. Y está vivo mientras que no pasen los doce meses descontando las interrupciones justificadas y las 
dilaciones imputables a la parte» [se añade la cursiva].

29 Conociendo de un supuesto en el que el procedimiento inspector se inició en fecha 22 de mayo de 2001 y finalizó en 
fecha el 23 de septiembre de 2003 –o sea, con una duración de 2 años y 124 días– y tras subrayar que concurrieron 
en las actuaciones dilaciones no imputables a la Administración tributaria por un total de 166 días, la sede de Valla-
dolid del TSJ de Castilla y León sienta en el Fundamento de Derecho Tercero de su Sentencia de 28 de julio de 2011 
(NFJ044989) que:

 «El acuerdo de ampliación de actuaciones es de fecha 22 de mayo de 2002, notificado a la recurrente el 29 de mayo 
de 2002 (folios 616 a 623), por tanto, transcurridos 12 meses y 7 días desde el inicio del procedimiento. Las dilacio-
nes imputables a la recurrente durante el primer periodo alcanzan a 98 días. Por tanto, el acuerdo de ampliación se 
dictó dentro del plazo legalmente previsto».

 O lo que es lo mismo, que el acuerdo de ampliación es válido porque este órgano jurisdiccional también es partida-
rio de descontar las dilaciones no imputables a la Administración tributaria.
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calcular el periodo en el que la decisión de ampliar el tiempo de las actuaciones debió 
ser notifi cada»30 [se añade la cursiva].

Aunque la contundencia del parecer del Tribunal Supremo al respecto invitaría a no añadir 
ulteriores apoyos jurisprudenciales, lo cierto es que la STS de 3 de octubre de 2011 (NFJ049274) 
no ofrece mayores argumentos acerca de la razón por la cual no deberían computarse las interrup-
ciones justifi cadas y las dilaciones no imputables a la Administración tributaria a los efectos de 
fi jar el dies ad quem, motivo este por el cual se entiende preciso traer a colación la coincidente y 
más motivada opinión de la Audiencia Nacional en este sentido.

En efecto, este órgano jurisdiccional ha dictado ya varias sentencias en las que, como el 
Tribunal Supremo, se posiciona a favor de no tener en cuenta a estos efectos las interrupciones 
justifi cadas y las dilaciones no imputables a la Administración tributaria, y así, tras recordar que 
el momento fi nal o dies ad quem hasta el que puede adoptarse con validez jurídica el acuerdo de 
ampliación es del transcurso de los doce meses de plazo de duración inicial del procedimiento 
inspector, añade la Audiencia Nacional que se fi jara tal dies ad quem:

«prescindiendo también de las eventuales dilaciones que se hubieran podido produ-
cir, pues tales dilaciones serán apreciadas al término de las actuaciones inspectoras dado 
que, en caso contrario, de admitirse que se pudieran tomar en consideración para el mo-
mento de la adopción del acuerdo de ampliación se podría producir un doble cómputo 
de tales dilaciones, uno inicial que determinaría que se tuvieran en cuenta para el mo-
mento válido de adopción de dicho acuerdo de ampliación, y otro fi nal determinante de 
la extensión del procedimiento inspector»31 [se añade la cursiva].

Esta doctrina de la Audiencia Nacional en virtud de la cual las interrupciones justifi cadas y las 
dilaciones no imputables a la Administración tributaria no podrían servir a ambos efectos –postergar el 
dies ad quem para adoptar el acuerdo de ampliación y determinar cuál es la duración real del procedi-
miento inspector– se ha sido sostenida también por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco32.

30 Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 3 de octubre de 2011 (NFJ049274).
31 Por todas las resoluciones jurisdiccionales concordantes, véase el Fundamento de Derecho Segundo de la SAN de 4 

de abril de 2012 (NFJ046819).
32 En sentido contrario al expuesto, el Alto Tribunal vasco también se manifiesta contrario a la doble funcionalidad de 

las interrupciones justificadas y de las dilaciones no imputables a la Administración tributaria, aunque en el Funda-
mento de Derecho Quinto de la STSJ del País Vasco de 24 de mayo de 2010 (NFJ049256) permite que la interrupción 
justificada que se da en el caso se deduzca a efectos de retrasar el dies ad quem para adoptar el acuerdo de amplia-
ción para, posteriormente, negarle virtualidad en la determinación de la duración del procedimiento inspector:

 «la Administración denuncia que se ha visto obligada a pedir datos a otras Administraciones tributarias y la existencia 
de interrupciones del curso de las actuaciones por causas imputables al contribuyente, ninguna de ambas circunstancias 
pueden ser consideradas como interrupciones justificadas del periodo inspector. Lo primero porque sirvió de motiva-
ción para la ampliación del plazo por 12 meses, por lo que no puede ahora además computarse como interrupción».
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Vistos los anteriores antecedentes jurisprudenciales, como se anticipaba y ante el silencio de 
la normativa al respecto, se cree que ha de estarse con la tesis del Tribunal Supremo y de la Au-
diencia Nacional, y ello por dos razones: de una parte, por la mencionada imposibilidad de que las 
interrupciones justifi cadas y las dilaciones no imputables a la Administración tributaria puedan ser-
vir tanto para postergar el dies ad quem para adoptar el acuerdo de ampliación como para determi-
nar la duración real del procedimiento inspector y, de otra parte, porque el defendido derecho del 
contribuyente a conocer la duración del procedimiento inspector obliga, como se ha visto, a que la 
ampliación «tiene que estar a disposición del contribuyente antes de que fi nalice el plazo primario 
de doce meses», derecho que quedaría entonces vacío de contenido ante la práctica no poco habi-
tual, errónea y «reconocida» por la Administración tributaria33 de abrir injustifi cadas e indefi nidas 
interrupciones y dilaciones ante incumplimientos de los requerimientos de información según el 
actuario y una vez expresada la imposibilidad de atenderlos por parte del contribuyente, ante pe-
ticiones de información a otras Administraciones tributarias que o bien no se remite o bien tal in-
formación después no se emplea a la hora de dictar la correspondiente liquidación tributaria, etc.

E)   LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE DURACIÓN DEL PROCEDI-
MIENTO INSPECTOR A INSTANCIA DEL ÓRGANO COMPETEN-
TE PARA LIQUIDAR

Aunque el artículo 31 ter. 2 del RGIT contemplaba la posibilidad de que fuera el Inspector-
Jefe quien apreciara la necesidad de ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector, 
lo cierto es que este precepto no preveía ninguna especialidad en la tramitación para la adopción 
del acuerdo de ampliación cuando se diera esta circunstancia.

Esta posibilidad se alberga igualmente en el párrafo 2.º del artículo 184.4 del RGGIT, si bien, 
en esta disposición y para salvar lo dispuesto en el párrafo 1.º del artículo 184.4 del RGGIT –que in-
trodujo como se ha visto el analizado tiempo de carencia de seis meses para apreciar que concurren 
los presupuestos y circunstancias habilitantes para acordar la ampliación–, sí que se recoge una espe-
cialidad procedimental, pues si es el Inspector-Jefe –o en terminología del artículo 184 del RGGIT, 
el órgano competente para liquidar– quien aprecia los extremos anteriores, tal apreciación podrá rea-
lizarse sin necesidad de aguardar que transcurra los seis meses de tiempo de carencia antes referidos.

En efecto, sabido es que generalmente el Inspector-Jefe toma contacto con el procedimiento 
inspector en su fase fi nal –en el momento de dictar, en su caso, la correspondiente liquidación, una 
vez que el actuario ha ya completado las actuaciones de comprobación e investigación y ha levantado 
acta–, la mencionada especialidad en la tramitación contemplada en el párrafo 2.º del artículo 184.4 
del RGGIT es consecuencia precisamente de ese momento procedimental en que el Inspector-Jefe 

33 Véanse en este sentido el Informe A/5/36/11, de 25 de mayo de 2011, sobre cómputo de plazos en las actuaciones 
inspectoras, y la Instrucción 1/2001, de 16 de mayo de 2011, relativa al cómputo del plazo de duración del procedi-
miento inspector.
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tiene conocimiento de las actuaciones, pues al analizar este las mismas en la fase fi nal, cuando ya se 
ha terminado la instrucción y ha debido ya quedar de manifi esto en el expediente que concurren o no 
los presupuestos y circunstancias habilitantes para acordar la ampliación, carece de sentido entonces 
exigir que hayan transcurrido seis meses desde el inicio del procedimiento inspector, y ello por dos 
razones, de una parte, porque la práctica demuestra que la instrucción del procedimiento inspector 
se alarga habitualmente más allá de los seis meses y, de otra parte, si pese a lo anterior las actua-
ciones de comprobación e investigación han fi nalizado antes del transcurso de seis meses desde el 
inicio del correspondiente procedimiento inspector, en tales hipótesis el Inspector-Jefe tendrá ya a 
su disposición toda la información y antecedentes necesarios para poder razonadamente apreciar o 
menos si se precisa acordar la ampliación del plazo de duración del procedimiento34.

En otras palabras, por una u otra de las razones apuntada en el párrafo anterior, no parece 
necesario obligar a respetar el tiempo de carencia de seis meses para apreciar la necesidad de 
acordar la ampliación cuando esta se insta por el propio Inspector-Jefe, y ello porque en estos 
casos, como se ha dicho, tal apreciación no es precipitada, siendo esa fi nalidad –evitar las apre-
ciaciones precipitadas de la necesidad de acordar la ampliación, según se vio– la que se persigue 
con la cautela contemplada en el párrafo 2.º del artículo 184.4 del RGGIT y que en estas hipóte-
sis, por tanto, no parece aplicable.

Dicho lo anterior, la cuestión de cuándo puede el Inspector-Jefe apreciar la necesidad de 
ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector no se antoja como el problema más rele-
vante que se presenta en estos supuestos de ampliación a instancia del Inspector-Jefe, creyéndose 
que el mismo puede radicar en la irresuelta cuestión de si este puede o no acordar la ampliación 
del plazo de duración del procedimiento inspector una vez que este, el Inspector-Jefe, ha ordena-
do el desarrollo de actuaciones complementarias.

Así es, se trate de actas de conformidad o de disconformidad, en el artículo 156.3 letra b) 
de la LGT y en el artículo 157.4 de la LGT se prevé que el Inspector-Jefe, tras la formalización 
del acta y antes de evacuar, en su caso, liquidación, pueda ordenar que se completen las actua-
ciones de comprobación e investigación del procedimiento inspector mediante la práctica de ac-
tuaciones complementarias.

En la actualidad, a diferencia de lo dispuesto en el artículo 60.2 y 4 del RGIT que ordena-
ba que las actuaciones complementarias se desarrollaran en tres meses35, ni en la LGT ni en el 

34 En este sentido se manifiesta MARTÍNEZ LOZANO cuando, sobre la no aplicación del tiempo de carencia de seis meses 
en aquellos supuestos de apreciación de la necesidad de acordar la ampliación a instancia del Inspector-Jefe, afirma que 
«La razón parece lógica puesto que el órgano competente para liquidar generalmente tiene conocimiento de las actua-
ciones en su fase final, por lo que, cuando el procedimiento llega a sus manos, puede tener un criterio más o menos cer-
tero de su complejidad, con independencia del tiempo que hasta ese momento haya transcurrido» (MARTÍNEZ LOZANO, 
J. M.: «Reflexiones en torno al tiempo y el procedimiento inspector», Tribuna Fiscal, número 254, 2011, pág. 12).

35 Véase lo dispuesto en el artículo 60.4 del RGIT sobre la práctica de las actuaciones complementarias en los supues-
tos de actas de disconformidad:
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RGGIT se contempla un periodo dentro del cual deban fi nalizarse tales actuaciones complemen-
tarias, omisión de la normativa ante la cual se cree hay que entender que las mismas, las actua-
ciones complementarias –como actuaciones de comprobación e investigación que son–, deben 
completarse dentro del plazo de duración del procedimiento inspector determinado según las 
pautas del artículo 150.1 de la LGT.

Aceptándose ese extremo, una hipótesis que puede acaecer en el desarrollo del procedimiento 
inspector es que se suscriba el acta y las actuaciones que obren en el expediente lleguen al Inspector-
Jefe solo cuando queda poco tiempo para el transcurso del plazo de duración inicial de doce meses.

En esta circunstancia, es igualmente posible que el Inspector-Jefe no esté plenamente confor-
me con las actuaciones y entienda ordenar el desarrollo de actuaciones complementarias, y así, no 
previéndose expresamente en la normativa vigente que el acuerdo por el que ordena el desarrollo 
de actuaciones complementarias suspenda el plazo para resolver y notifi car en el procedimiento 
inspector, es también posible –y ha ocurrido con anterioridad– que el Inspector-Jefe, para evitar 
las nimias consecuencias jurídicas que comporta el transcurso de este plazo para resolver y noti-
fi car, se vea tentado de acordar la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector 
al inicio o en el desarrollo de las actuaciones complementarias por él ordenadas.

Ante esta última posibilidad, ¿sería ajustado a Derecho que el Inspector-Jefe acordase la 
ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector al mismo tiempo que ordena o se 
desarrollan actuaciones complementarias?

Pues bien, yendo por delante que los precedentes que se traerán a colación manejan a estos 
efectos la normativa anteriormente aplicable –o sea, el art. 60.4 del RGIT sustancialmente–, en 
su Resolución de 1 de junio de 2010 (NFJ040862) el TEAC sí ofrece una suerte de respuesta a la 
anterior pregunta.

 «dentro del mismo plazo para resolver, el Inspector-jefe podrá acordar que se complete el expediente en cualquiera 
de sus extremos, practicándose por la Inspección las actuaciones que procedan en un plazo no superior a tres meses. 
En este caso, el acuerdo adoptado se notificará al interesado e interrumpirá el cómputo del plazo para resolver» [se 
añade la cursiva].

 Se cree importante destacar dos aspectos del precepto apenas transcrito: de una parte, se viene a especificar que el acuer-
do por el que se ordena el desarrollo de actuaciones complementarias interrumpe –suspende– el cómputo del plazo para 
resolver y notificar por un periodo no superior a tres meses y, de otra parte, se viene a decir que ese tiempo de hasta tres 
meses para el desarrollo de las actuaciones complementarias es tiempo de duración del procedimiento inspector, o en 
otras palabras, que se adicionará a la duración de las restantes actuaciones de comprobación e investigación y de liqui-
dación a los efectos de comprobar que no se ha superado el plazo máximo de duración del procedimiento inspector.

 De manera más concisa, confirma lo anterior el Fundamento de Derecho Quinto de la SAN de 31 de enero de 2007 al 
sentar al respecto que «Sobre tal cuestión debe decirse, primero, que la práctica de actuaciones complementarias por 
la Inspección suspende únicamente, según el mismo artículo 60.4 del RGIT, el específico plazo "... para resolver..." 
de que dispone el Inspector Jefe, pero no el plazo máximo de 12 meses de duración de las actuaciones inspectoras 
del artículo 29.1 de la LDGC, cuya única posibilidad de prórroga es la prevista exclusivamente en las circunstancias 
que se expresan en el artículo 29.2 de la LDGC».
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Repasando qué sucedió en el procedimiento inspector del que se conoce en esta Resolución 
de 1 de junio de 2010 (NFJ040862) –asunto Nestlé–, es interesante destacar que las actuaciones de 
comprobación e investigación se iniciaron en fecha 17 de mayo de 2006, incoándose acta de dis-
conformidad el día 13 de abril de 2007. Mediando dilaciones no imputables a la Administración 
tributaria, en fecha 13 de septiembre de 2007 se ordena desarrollar actuaciones complementarias 
que fi nalizan el día 12 de diciembre de 2007, si bien, previamente y quizá para asegurarse disponer 
de tiempo para liquidar las actuaciones, se había acordado también –en fecha 29 de noviembre de 
2007– ampliar el plazo de duración del procedimiento inspector por otros doce meses. Finalmente, 
el 8 de abril de 2008 se gira la liquidación que casi dos años después pone fi n al procedimiento ins-
pector36… O con otras palabras, que en este caso, como se decía, se cedió a la tentación de acordar 
la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector una vez iniciadas las actuaciones 
complementarias para así evitar el transcurso del mismo.

Ante tales hechos, la entidad actora esgrimió que no era procedente la ampliación del plazo 
de duración del procedimiento inspector, alegando grosso modo que la Inspección de los Tributos, 
una vez fi nalizada la instrucción del procedimiento inspector con la incoación del acta y ex artículo 
60.4 del RGIT, solo puede completar y terminar el mismo dictando la correspondiente liquidación.

Este argumento fue hábilmente rebatido por el TEAC que, tras traer a colación el contenido 
del precepto anterior, recuerda que el acuerdo de ampliación es válido siempre que «se produzca 
transcurridos al menos seis meses desde la notifi cación del inicio y antes de los doce meses inicia-
les de duración máxima», y de esta forma, considerando que «no existe otra limitación en el orden 
temporal para la adopción del acuerdo» y aun reconociendo que en este caso se da una situación 
especial no prevista en la normativa cual es que «el acuerdo de ampliación del plazo se ha adopta-
do (29 de noviembre de 2007, notifi cado el 30) con posterioridad al acto de instrucción tendente a 
completar actuaciones (de 13 de septiembre de 2007)», el centro directivo concluye fi nalmente que:

«Nada se dice en el mencionado precepto acerca de la posibilidad o no de que, ha-
biendo mediado dicho trámite de completar actuaciones, pueda acordarse la ampliación 
del plazo de duración de las actuaciones a que se refi ere el artículo 31 ter anteriormente 
examinado. La circunstancia de que las actuaciones complementarias hayan de concluir-
se en tres meses no parece ser incompatible con el hecho de que se aprecie necesario 
que la duración global de las actuaciones inspectoras se ampliase por otros 12 meses 
a contar desde la notifi cación del inicio de aquellas, siempre que se respeten los límites 
temporales anteriormente comentadas y se halle justifi cado»37 [se añade la cursiva].

36 Pueden consultarse estos antecedentes de hecho en el Fundamento de Derecho Segundo de la RTEAC de 1 de junio 
de 2010 (NFJ040862).

37 Fundamento de Derecho Segundo de la RTEAC de 1 de junio de 2010 (NFJ040862).
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Aunque la respuesta del TEAC a la cuestión planteada se antoja formalmente inatacable, 
la misma se puede contestar desde el fundamento material último de la ampliación del plazo de 
duración del procedimiento inspector, o con palabras del propio TEAC, que el acuerdo de am-
pliación adoptado al inicio o durante el desarrollo de las actuaciones complementarias será váli-
do «siempre que […] se halle justifi cado».

En efecto, recordando lo dicho al inicio, recordando que para poder acordar la ampliación 
del plazo de duración del procedimiento inspector es necesario que concurran las causas legales 
para tal y que esta concurrencia determine particulares circunstancias que impidan o difi culten 
la culminación del procedimiento inspector en su plazo, se cree que este doble presupuesto no 
siempre va a darse en las descritas hipótesis de ampliación del plazo de duración del procedi-
miento inspector al inicio o en el desarrollo de las actuaciones complementarias para así evitar 
el transcurso del mismo.

Quiere decirse, partiendo de la hipótesis anterior que el Inspector-Jefe no está plenamente 
conforme con las actuaciones de comprobación e investigación y que por ello ordena las actua-
ciones complementarias, consecuencia posible de esta situación es que sea el Inspector-Jefe quien 
aprecie ex novo la concurrencia de las causas legales que permiten la ampliación en las actuacio-
nes practicadas hasta la incoación del acta, circunstancia esta con la que se cree se cumpliría el 
primero de los dos presupuestos para acordar la ampliación del plazo de duración del procedi-
miento inspector –la concurrencia de las causas legales–.

Sin embargo, para poder acordar la ampliación una vez iniciadas las actuaciones comple-
mentarias, el Inspector-Jefe debería además justifi car tal ampliación desde el punto vista temporal, 
o sea, evidenciar que las causas legales para acordar la ampliación que efectivamente concurren 
determinan a su vez particulares circunstancias que impiden o difi culten la culminación del pro-
cedimiento inspector en el plazo que reste.

Con otras palabras, teniendo en cuenta que ya se ha realizado la instrucción, que se ha in-
coado acta por el actuario y que se ha ordenado la práctica de determinadas actuaciones comple-
mentarias, el Inspector-Jefe tendría entonces que verifi car el plazo del que aún dispone en ese 
momento y comprobar que es sufi ciente o no para fi nalizar solo tales actuaciones complementa-
rias y las actuaciones de liquidación que a él competen. De esta forma, solo en los casos en que 
computada una normal duración de unas y otras actuaciones el Inspector-Jefe constatara que la 
misma es superior al plazo restante para fi nalizar el procedimiento inspector, podría este acordar 
la ampliación de la duración del procedimiento, debiendo en tales supuestos, por las especiales 
exigencias de motivación de este acto administrativo ex artículo 150.1 in fi ne de la LGT, exterio-
rizar la justifi cación en la cual se basa para considerar que el plazo restante no es sufi ciente para 
desarrollar las actuaciones complementarias.

Esta forma de entender la cuestión acerca de si es posible que Inspector-Jefe acuerde la am-
pliación del plazo de duración del procedimiento inspector al inicio o durante el desarrollo de 
actuaciones complementarias encontraría (tímido) apoyo en la STS de 29 de septiembre de 2011, 
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resolución jurisdiccional en la que el Alto Tribunal viene a decir que no en todas las circunstan-
cias será posible tal proceder por parte de la Administración tributaria.

Tal y como se hizo antes, se exponen los principales hechos defi nitorios de la litis para un 
mejor entendimiento de la misma, señalándose a estos efectos que el correspondiente procedi-
miento inspector se inició en fecha 19 de julio de 2001, incoada acta de disconformidad el día 
15 de mayo de 2002 –en la que se computan 49 días de dilaciones no imputables a la Adminis-
tración tributaria–, fue en fecha 17 de julio de 2002 cuando se ordenó el desarrollo de actuacio-
nes complementarias. El día 8 de agosto de 2002 se acuerda la ampliación del plazo de duración 
del procedimiento inspector por otros doce meses, si bien, no se consumen los mismos pues en 
fecha 9 de octubre de 2002 –o sea, al día de acordar la ampliación– se formaliza nuevo acta de 
comprobado y conforme para el día 31 de octubre de 2002 girarse la liquidación que fi naliza el 
expediente38. Nuevamente, y de forma más injustifi cada esta vez como se verá, se cedió a la ten-
tación de acordar la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector una vez ini-
ciadas las actuaciones complementarias para así evitar el transcurso del mismo.

Pues bien, aunque el Tribunal Supremo va a rechazar la validez del referido acuerdo de am-
pliación de 8 de agosto de 2002 por falta de motivación, a la vista de los hechos el Alto Tribunal, 
tras insistir en que la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector es una posi-
bilidad –no un deber– que el legislador brinda a la Administración Tributaria cuando concurren 
las causas legales previstas para ello, apunta obiter dicta que:

«Ello nos conduce a poder afi rmar que la ampliación del plazo acordada resultó 
improcedente, que es lo que quiere poner de relieve la sentencia recurrida cuando tras 
la afi rmación de falta de motivación añade: "Además, debe ponerse de manifi esto la 
incongruencia del Acuerdo de 8 de agosto que decide ampliar 12 meses más el plazo 
por entender que concurre especial complejidad, y sin embargo, el 31 de octubre ya 
se dicta acto de liquidación, lo que refl eja la falta de consistencia del argumento esgri-
mido", lo que no ha sido combatido en este recurso»39 [se añade la cursiva].

O con otras palabras, teniendo en cuenta el alargamiento del plazo de duración que supone 
los 49 días de dilaciones no imputables a la Administración tributaria, se comprueba que en este 
supuesto no era estrictamente necesario ampliar el plazo de duración del procedimiento inspec-
tor pues, atendiendo a lo acaecido y computadas las actuaciones en una normal duración –lo que 
excluiría parte de los veinte días incurridos en girar la liquidación, teniendo en cuenta que se tra-
taba de un acta de comprobado y conforme–, las actuaciones complementarias y las actuaciones 
de liquidación hubieran podido fi nalizarse igualmente en los 51 días que restaban de plazo de 

38 Pueden consultarse estos antecedentes de hecho en el Fundamento de Derecho Cuarto de la STS de 29 de septiembre 
de 2011.

39 Fundamento de Derecho Cuarto de la STS de 29 de septiembre de 2011.
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duración del procedimiento inspector –correspondientes a la suma de los 49 días de dilaciones 
no imputables a la Administración tributaria y de los dos días que restaban de plazo de duración 
del procedimiento inspector en el momento de ordenarse la práctica de actuaciones complemen-
tarias–, circunstancia que obstaría, como se dijo, que en hipótesis como esta se entendiera que 
concurre ese segundo de los presupuestos para acordar la ampliación: que las causas legales para 
acordar la ampliación que efectivamente concurren determinan a su vez particulares circunstan-
cias que impiden o difi culten la culminación del procedimiento inspector en el plazo que reste.

Teniendo en cuenta todo lo dicho hasta ahora sobre la posibilidad de que el Inspector-Jefe 
acuerde la ampliación del plazo de duración del procedimiento inspector al mismo tiempo que 
ordena o se desarrollan actuaciones complementarias, conclusión más prudente y respuesta a la 
interrogante sería que sí, que el Inspector-Jefe puede acordar la ampliación una vez iniciadas o 
en el desarrollo de actuaciones complementarias, siempre y cuando justifi que –¡recuérdense las 
especiales exigencias de motivación de este acto administrativo!– que concurren las causas legal-
mente previstas para ello y que la concurrencia de tales causas determinan circunstancias particu-
lares en el correspondiente procedimiento inspector que impiden o difi cultan que las actuaciones 
complementarias y las actuaciones de liquidación a desarrollar se fi nalicen en el (verdadero) plazo 
de duración que resta en el momento de ordenar las actuaciones complementarias –esto es, la 
suma de los días que restan y de los días por posibles interrupciones justifi cadas y dilaciones no 
imputables a la Administración tributaria–.

III.   LA REFORZADA RELEVANCIA DEL TRÁMITE DE AUDIENCIA 
EN LA TRAMITACIÓN DE LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE 
DURACIÓN DEL PROCEDIMIENTO INSPECTOR

Una última cuestión que se ha suscitado en torno a la tramitación de la ampliación del plazo 
de duración del procedimiento inspector es la relativa a si debe formularse oposición a la misma 
en el trámite de audiencia que obligatoriamente ha de concederse al contribuyente.

Sobre este extremo se han pronunciado el Tribunal Supremo en términos algo sorprenden-
tes, pues en su Sentencia de 28 de diciembre de 2011 (NFJ047127) viene a decir que los contri-
buyentes tienen la obligación de oponerse al acuerdo de ampliación en la vía administrativa, ya 
que, de lo contrario, de no formular alegaciones en el trámite de audiencia previa pareciendo dar 
su conformidad a tal acto administrativo, esta conducta procedimental –o mejor dicho, esta omi-
sión procedimental– podría ser interpretada como un comportamiento no leal del administrado 
que puede ser valorado por el Juzgado o Tribunal como falta de presupuesto para formular ale-
gaciones en sede jurisdiccional40.

40 Léase en este sentido lo dispuesto en el Fundamento de Derecho Tercero de la STS de 28 de diciembre de 2011 
(NFJ047127), resolución en la que el Alto Tribunal, tras subrayar que el contribuyente no formuló alegación alguna 
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Estándose con el Alto Tribunal en aquello de que las partes en el procedimiento han de ac-
tuar guiados por el principio de buena fe, este argumento no puede servir a los órganos jurisdic-
cionales para negarse a entrar a conocer de pretensiones formuladas ex novo por las partes en el 
proceso, pues el carácter revisor de la jurisdicción contencioso-administrativa –argumento que a 
estos efectos suele esgrimirse por los Juzgados y Tribunales– choca frontalmente con la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional que, en relación con las garantías que comporta el derecho a 
la tutela judicial efectiva, tiene establecido que la falta de alegación previa en vía administrativa 
no legitima a los órganos jurisdiccionales de lo contencioso-administrativo para no pronunciarse 
sobre el fondo de una pretensión esgrimida por las partes41.

En defi nitiva, confrontándose una y otra posición, la conclusión más prudente sería que con-
viene formular algún tipo de oposición, por mínima que sea, al acuerdo de ampliación, anunciar 
al menos la pretensión anulatoria que se quiera esgrimir y desarrollar posteriormente, pues de lo 
contrario, de guardarse el anuncio de la pretensión contra el acuerdo de ampliación hasta la fase 
jurisdiccional, se corre el serio riesgo de tener que pagar o garantizar la deuda tributaria que, en 
su caso, se pudiera derivar de la liquidación que fi nalizara el procedimiento inspector durante los 
años que se recurre el acuerdo de ampliación hasta llegar –si tiene relevancia constitucional tal 
recurso de amparo– al Tribunal Constitucional.

IV.  CONCLUSIONES

A riesgo de resultar reiterativo, en resumen de lo dicho hasta ahora se relacionan las si-
guientes conclusiones:

contra la ampliación cuando se le dio trámite de audiencia previa –«lo que parece indicar su conformidad con tal cir-
cunstancia», sienta que:

 «Si tal ampliación no era procedente, pudo manifestar su oposición a la ampliación solicitada y tenía obligación de 
hacerlo, pues no parece razonable callar en vía administrativa sobre la ampliación solicitada, y alegarla después, 
incluso como causa de anulación del procedimiento, en vía jurisdiccional, olvidando que un comportamiento leal 
en el procedimiento administrativo constituye un presupuesto de quien formula alegaciones formales en el proceso 
jurisdiccional» [se añade la cursiva].

 Añade a continuación el Tribunal Supremo que tal precisión no menoscaba derecho alguno del justiciable, pues no 
se le está impidiendo formular alegación alguna, simplemente se está valorando su alegación tardía y considerando 
que «no parece razonable aceptar una alegación contra la ampliación del procedimiento cuando al recurrente se le 
ofreció la ocasión de hacerlo, y nada alegó contra dicha ampliación».

41 Pronunciándose en un supuesto en el que no se había alegado en la vía administrativa el vicio de caducidad del pro-
cedimiento –circunstancia ante la cual la Administración Pública actuante esgrimía situación de indefensión–, en el 
Fundamento Jurídico Cuarto de la STC 58/2009, de 9 de marzo (NFC048722), este Tribunal señalaba al respecto que:

 «el hecho de que la demandante de amparo alegara por primera la vez la caducidad del expediente sancionador en el 
acto de la vista no autoriza al órgano judicial a eludir, como sin embargo hizo, un pronunciamiento de fondo sobre 
el citado motivo de impugnación ni, menos aún, causa indefensión a la Administración demandada en el proceso a 
quo, como sugiere la Sentencia impugnada».
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• PRIMERA. Para evitar (indirectamente) acuerdos de ampliación precipitados, co-
rrigiendo acertadamente al artículo 31 ter.3 del RGIT, el artículo 184.4 del RGGIT 
ordena que la ampliación no pueda solicitarse hasta que no hayan transcurrido al 
menos seis meses desde el inicio del procedimiento inspector, no debiéndose tener 
en cuenta a tales efectos los periodos de interrupción justifi cada y de dilaciones no 
imputables a la Administración tributaria que hayan podido acaecer hasta entonces.

• SEGUNDA. El acuerdo de ampliación ha de adoptarse y notifi carse antes de que 
transcurra el plazo de duración inicial del procedimiento inspector de doce meses.

 Siguiendo la doctrina jurisprudencial dominante, a tales efectos tampoco deben 
tenerse en cuenta los periodos de interrupción justifi cada y de dilaciones no impu-
tables a la Administración tributaria, pues, entre otras razones, tales periodos solo 
deben computarse para determinar la duración real del procedimiento inspector.

• TERCERA. Ciertamente, nada impide que el Inspector-Jefe pueda acordar la am-
pliación una vez iniciadas o en el desarrollo de actuaciones complementarias, mas 
deberá justifi car tal decisión, especialmente evidenciando que el plazo que resta 
para fi nalizar el procedimiento inspector no es sufi ciente para desarrollar las actua-
ciones complementarias y, en su caso, girar liquidación.

• CUARTA. En el trámite de audiencia previa que se le concede al solicitarse la 
ampliación, el contribuyente debería al menos anunciar su pretensión anulatoria al 
respecto para no ver perjudicada la impugnación jurisdiccional de ese acto admi-
nistrativo.



<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /All
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (Coated FOGRA27 \050ISO 12647-2:2004\051)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Warning
  /CompatibilityLevel 1.3
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /LeaveColorUnchanged
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize false
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness false
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments false
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages false
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages false
  /ColorImageDownsampleType /None
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages false
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages false
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages false
  /GrayImageDownsampleType /None
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages false
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages false
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages false
  /MonoImageDownsampleType /None
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages false
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /CreateJDFFile false
  /Description <<

    /BGR <>
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000500044004600206587686353ef901a8fc7684c976262535370673a548c002000700072006f006f00660065007200208fdb884c9ad88d2891cf62535370300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef653ef5728684c9762537088686a5f548c002000700072006f006f00660065007200204e0a73725f979ad854c18cea7684521753706548679c300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /CZE <>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents for quality printing on desktop printers and proofers.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
    /ESP <>
    /ETI <>
    /FRA <>
    /GRE <>

    /HRV <>
    /HUN <>
    /ITA <>
    /JPN <>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020b370c2a4d06cd0d10020d504b9b0d1300020bc0f0020ad50c815ae30c5d0c11c0020ace0d488c9c8b85c0020c778c1c4d560002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /LTH <>
    /LVI <>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken voor kwaliteitsafdrukken op desktopprinters en proofers. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /POL <>
    /PTB <>
    /RUM <>
    /RUS <>
    /SKY <>
    /SLV <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /TUR <>
    /UKR <>
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /BleedOffset [
        0
        0
        0
        0
      ]
      /ConvertColors /NoConversion
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /NA
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure false
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles false
      /MarksOffset 6
      /MarksWeight 0.250000
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /NA
      /PageMarksFile /RomanDefault
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /LeaveUntagged
      /UseDocumentBleed false
    >>
    <<
      /AllowImageBreaks true
      /AllowTableBreaks true
      /ExpandPage false
      /HonorBaseURL true
      /HonorRolloverEffect false
      /IgnoreHTMLPageBreaks false
      /IncludeHeaderFooter false
      /MarginOffset [
        0
        0
        0
        0
      ]
      /MetadataAuthor ()
      /MetadataKeywords ()
      /MetadataSubject ()
      /MetadataTitle ()
      /MetricPageSize [
        0
        0
      ]
      /MetricUnit /inch
      /MobileCompatible 0
      /Namespace [
        (Adobe)
        (GoLive)
        (8.0)
      ]
      /OpenZoomToHTMLFontSize false
      /PageOrientation /Portrait
      /RemoveBackground false
      /ShrinkContent true
      /TreatColorsAs /MainMonitorColors
      /UseEmbeddedProfiles false
      /UseHTMLTitleAsMetadata true
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice


